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En el resto de localidades la recogida se efectuará la noche
del viernes al sábado.

1 camión de guardia que deberá recoger diariamente en
mataderos, mercados de abastos y centros sanitarios.

Limpieza viaria

Se realizará los viernes.
1 trabajador de guardia diario.

Corresponde a la Empresa, en coordinación con la Admi-
nistración y participación del Comité de Huelga, la facultad
de designación de los trabajadores que deben efectuar los
servicios mínimos.

RESOLUCION de 11 de marzo de 2002, de la
Delegación Provincial de Cádiz, por la que se hace
pública subvención concedida al amparo de la Orden
que se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo al
Programa Presupuestario 32C y al amparo de la Orden de
29 de marzo de 2001, por la que se regula el Programa
Andaluz para el Fomento de la Economía Social.

Programa: Subvención al Desarrollo de Empresas.
Expediente: SC.0100.CA/01.
Beneficiario: Granja Escuela Buenavista, S. Coop. And.
Municipio: Arcos de la Frontera.
Subvención: 14.425,00 E.

Cádiz, 11 de marzo de 2002.- El Delegado, Angustín
Barberá Salvador.

CIRCULAR E-1/2002 de la Dirección General de
Industria, Energía y Minas, sobre interpretación del
artículo 162 del RD 1955/2000, por el que se regulan
las actividades de transporte, distribución, comercia-
lización, suministro y procedimientos de autorización
de instalaciones de energía eléctrica.

El Reglamento Técnico de Líneas Eléctricas Aéreas de
Alta Tensión aprobado por Decreto 3151/1968, en su artícu-
lo 35.2 «Edificios Construcciones y Zonas Urbanas», indicaba
entre otras cosas que las distancias mínimas que deberían
existir, en las condiciones más desfavorables, entre los con-
ductores de la línea eléctrica y los edificios o construcciones,
que se encuentren bajo ella, serán de 5 m para puntos acce-
sibles a las personas y de 4 m para puntos no accesibles.

El Decreto 2619/1966 por el que se aprueba el «Re-
glamento de la Ley 10/1966 sobre expropiación forzosa y
sanciones en materia de instalaciones eléctricas», en su artícu-
lo 25 «Prohibiciones», decía textualmente:

«No podrá imponerse servidumbre de paso para las líneas
de alta tensión sobre las siguientes edificaciones y depen-
dencias que existan al tiempo de decretarse la servidumbre:

a) Edificios y sus patios y corrales.
b) Centros escolares.
c) Campos e instalaciones deportivas cerrados.
d) Jardines y huertos cerrados anejos a viviendas, siempre

que su extensión sea inferior a media hectárea.»

El R.D. 1955/2000, que desarrolla la Ley 54/1997, del
Sector Eléctrico, y por el que se regulan las actividades de

transporte, distribución, comercialización, suministro y pro-
cedimiento de autorización de instalación de energía eléctrica,
deroga entre otras disposiciones el citado Decreto 2619/66,
y modifica el artículo 35.2 del Reglamento Técnico de Líneas
Eléctricas Aéreas de A.T. a través de su artículo 162, aparta-
do, 3 en el que se dice textualmente:

«En todo caso, y para las líneas eléctricas aéreas, queda
limitada la plantación de árboles y prohibida la construcción
de edificios e instalaciones industriales en la franja definida
por la proyección sobre el terreno de los conductores extremos
en las condiciones más desfavorables, incrementada con las
distancias reglamentarias a ambos lados de dicha proyección.

Para las líneas subterráneas se prohíbe la plantación y
construcciones mencionadas en el párrafo anterior, en la franja
definida por la zanja donde van alojados los conductos incre-
mentada en las distancias mínimas de seguridad reglamen-
tarias.»

Se han efectuado consultas a esta Dirección General, en
el sentido de si las prohibiciones reflejadas en el citado artículo
162.3 son de aplicación a las instalaciones industriales y edi-
ficaciones afectadas por líneas eléctricas de A.T., autorizadas
con posterioridad a la entrada en vigor del citado R.D.
1955/2000, o bien son de aplicación para las instalaciones
mencionadas afectadas por líneas de A.T. cualquiera que sea
la fecha en que fueron autorizadas éstas.

En el mismo sentido esta Dirección General, a su vez,
también ha efectuado consulta con la Dirección General de
Política Energética y Minas del Ministerio de Economía, que
emitió informe con fecha 7 de febrero de 2002.

Analizada la legislación mencionada, así como el informe
del citado Ministerio, esta Dirección General entiende que tanto
al autorizar líneas eléctricas aéreas de A.T. como al vigilar
el cumplimiento de las condiciones de seguridad de insta-
laciones ya existentes se deberá tener en cuenta lo siguiente:

1. Para las instalaciones industriales o edificaciones cons-
truidas con anterioridad a la entrada en vigor del R.D.
1955/2000 no son de aplicación las prohibiciones reflejadas
en el artículo 162.3 del mencionado R.D. 1955/2000, debien-
do vigilarse en el caso de líneas eléctricas aéreas de A.T.
las condiciones de seguridad que se indican en el artícu-
lo 35.2 del mencionado Reglamento de Líneas Eléctricas
Aéreas de A.T. tanto si las líneas son particulares como si
son propiedad de empresas distribuidoras de energía eléctrica.

2. Para las líneas eléctricas aéreas y subterráneas de A.T.
que se vayan a autorizar, así como para las instalaciones indus-
triales o edificación que vayan a ser construidas con poste-
rioridad a la entrada en vigor del citado R.D. son de aplicación
las citadas prohibiciones, tanto si las líneas son particulares
como si son de propiedad de empresas distribuidoras cual-
quiera que sea la fecha en que fueron autorizadas.

Sevilla, 6 de marzo de 2002.- El Director General, Jesús
Nieto González.

CONSEJERIA DE EDUCACION Y CIENCIA

ORDEN de 11 de marzo de 2002, por la que
se reconoce e inscribe en el Registro de Fundaciones
Docentes Privadas la Fundación denominada Centro
de Estudios Constitucionales 1812, de la localidad de
Cádiz.

Visto el expediente de reconocimiento e inscripción en
el Registro de Fundaciones Docentes de esta Consejería de
la Fundación denominada «Centro de Estudios Constitucio-
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nales 1812», constituida y domiciliada en Cádiz, Plaza de
San Antonio, núm. 15.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Fundación «Centro de Estudios Constitucio-
nales 1812» fue constituida en escrituras públicas de fecha
8 de noviembre de 2000 ante don Rafael de Cózar Pardo,
Notario del Ilustre Colegio de Sevilla, con número de protocolo
4.019, corregidas por otras de fecha 4 de septiembre de 2001,
con número de protocolo 3.002, ante don Pablo Gutiérrez-Aviz
y Conradi, Notario del Ilustre Colegio de Sevilla, fundada por
doña Teófila Martínez Saiz, Alcaldesa-Presidenta del Excmo.
Ayuntamiento de Cádiz, y otros.

Segundo. Tendrá principalmente los objetivos y fines
siguientes:

La promoción, desarrollo, protección y fomento de la cul-
tura, estudios e investigaciones sobre temas y actividades
sociales y culturales, y, especialmente, constitucionales, y la
difusión de dichos estudios a través de publicaciones y otros
medios, y en general cualquier otra actividad cultural con fun-
damento en los principios de utilidad común y desarrollo inte-
gral de la persona humana, con especial relevancia en el estu-
dio e investigación de los esfuerzos de los pueblos en regular
democráticamente su convivencia por la vía constitucional.

Asimismo, también constituyen fines de la Fundación la
custodia, conservación y exhibición al público, tanto física
como electrónicamente mediante redes y soportes informá-
ticos, de aquellas bibliotecas, colecciones, volúmenes y
cualquier otra documentación que bien formen parte de su
patrimonio, bien le hayan sido entregadas en comodato o prés-
tamo de uso. Igualmente la Fundación pretende la mejora
mediante la incorporación de volúmenes y piezas, así como
mediante su tratamiento informático y audiovisual, elaboración
de estudios y creación de archivos de aquellas bibliotecas,
colecciones, volúmenes o documentos que le sean entregadas
a la Fundación en comodato o préstamo de uso.

Tercero. La dotación inicial de la Fundación está cons-
tituida por veinticuatro mil cuarenta euros y cuarenta y ocho
céntimos de euro (24.040,48 euros), equivalentes a cuatro
millones de pesetas (4.000.000 de pesetas); dicha dotación
es desembolsada en un 25% de la misma, el 75% restante
se desembolsará en el plazo máximo de cinco años a contar
de la fecha de constitución de la Fundación.

Cuarto. El gobierno, administración y representación de
la Fundación se confía de modo exclusivo a un Patronato,
formado por un mínimo de tres miembros y un máximo de
doce miembros, siendo su Presidenta doña Teófila Martínez
Saiz.

Vistos: La Constitución Española; el Estatuto de Autonomía
de Andalucía; la Ley 30/94, de 24 de noviembre, de Fun-
daciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada
en Actividades de Interés General, y el Decreto 2930/72, de
21 de julio, que aprueba el Reglamento de Fundaciones Cul-
turales Privadas y Entidades Análogas, y demás normas de
general y pertinente aplicación.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Consejería tiene asignada, en virtud
del Decreto 42/83, de 9 de febrero, del Consejo de Gobierno
de la Junta de Andalucía, las competencias que en materia
de Educación se traspasaron por Real Decreto 3936/82, de
29 de diciembre, y en particular sobre las Fundaciones docen-
tes que desarrollen principalmente sus acciones en Andalucía,
ejerciendo, en consecuencia, el Protectorado sobre las de esta
clase.

Segundo. Se han cumplido en la tramitación del expe-
diente todos los requisitos considerados esenciales por la Ley
30/94, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en actividades de interés
general, y el Reglamento de Fundaciones Culturales Privadas,
por lo que procede el reconocimiento del interés público, de
sus objetivos, y la inscripción en el pertinente Registro de
Fundaciones Docentes.

En consecuencia, y en atención a los Hechos y Funda-
mentos de Derecho hasta aquí desarrollados, esta Consejería
de Educación y Ciencia, visto el preceptivo informe de la Ase-
soría Jurídica,

R E S U E L V E

Primero. Reconocer el interés público de la Entidad, e
inscribir como Fundación Docente Privada en el correspon-
diente Registro a la Fundación «Centros de Estudios Cons-
titucionales 1812», domiciliada en Cádiz, Plaza de San Anto-
nio, núm. 15.

Segundo. Aprobar los Estatutos, contenidos en las escri-
turas públicas de fecha 8 de noviembre de 2000, corregidas
por otras de fecha 4 de septiembre de 2001.

Tercero. Confirmar en sus cargos a los miembros del Patro-
nato de la Fundación, cuyos nombres se recogen en la Carta
Fundacional y que han aceptado sus cargos.

Contra esta Orden, que pone fin a la vía administrativa,
cabe interponer, en el plazo de dos meses a partir de su publi-
cación, recurso contencioso-administrativo ante la Sala com-
petente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con-
forme a lo establecido en los artículos 10.1 y 46.1 de la
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de
julio de 1998, o en el plazo de un mes potestativamente
recurso de reposición ante la Excma. Sra. Consejera de Edu-
cación y Ciencia, conforme a las disposiciones de los artículos
107 y 116 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/99.

Sevilla, 11 de marzo de 2002

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ

Consejera de Educación y Ciencia
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4. Administración de Justicia

MINISTERIO DE JUSTICIA

RESOLUCION de 14 de marzo de 2002, de la
Gerencia Territorial de Andalucía en Granada, por la
que se confirman los nombramientos de Secretarios
en Régimen de Provisión Temporal para los Juzgados
de Primera Instancia e Instrucción de las localidades
que se citan.

De conformidad con lo previsto en el artículo 38.2 del
Reglamento Orgánico del Cuerpo de Secretarios Judiciales,
y en el artículo 3, apartado 2.f), de la Orden Ministerial de
16 de abril de 1991 (BOE del día 26), en relación con el
artículo 12 del Real Decreto 10/91, de 11 de enero, este
Gerente Territorial confirma el Acuerdo tomado por la Sala
de Gobierno del TSJA, reunida en Comisión, y en sesión cele-
brada el día 5 de marzo de 2002, por el que se nombran
a los siguientes Secretarios en Régimen de Provisión Temporal
para los Juzgados que se dicen; quedando sin cubrir la Secre-
taría del Juzgado de 1.ª Instancia e Instrucción de Aguilar
de la Frontera (Córdoba), que se ofertó en el presente concurso,
ya que será nombrado Secretario de dicha vacante por el Minis-
terio de Justicia un Secretario Judicial actualmente en el Curso
de Promoción de la Escuela:

Para el Juzgado de PII núm. 2 de El Ejido (Almería),
a don José Manuel Bernal Navalón.

Para el Juzgado de PII -Unico- de Vélez Rubio (Almería),
a doña María Caridad Zurano García.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Puerto Real (Cádiz),
a doña Begoña Navas Renedo.

Para el Juzgado de PII núm. 1 de San Roque (Cádiz),
a doña Angeles Giménez Muñoz.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de La Palma del Condado
(Huelva), a doña María de los Angeles Cano Soler.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Andújar (Jaén), a don
José Ferrer Sánchez.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Ubeda (Jaén), a don
Narciso Leopoldo Mortes Guisado.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Estepona (Málaga),
a doña Patricia Ontiveros Ortega.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Vélez Málaga (Málaga),
a don Francisco Javier Cabrera Molina.

Para el Juzgado de PII núm. 2 de Carmona (Sevilla),
a don Carlos Manuel Calvo Pozo.

Granada, 14 de marzo de 2002.- El Gerente Territorial,
Francisco de Paula Villegas Sánchez.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA
DE ANDALUCIA

EDICTO de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo de Sevilla, Sección Primera, recurso núm. 640/99.

En el recurso número 640/99-Sección Primera, interpues-
to ante esta Sala de lo Contencioso-Administrativo en Sevilla
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, previa decla-
ración de lesividad, a instancia del Abogado del Estado contra
resoluciones del Tribunal Económico Administrativo Regional
de Andalucía, que disponen la sustitución de valores catas-

trales fijados en las mismas, se ha dictado sentencia cuya
parte dispositiva es del tenor literal siguiente:

F A L L O

Estimamos el recurso contencioso-administrativo inter-
puesto por la representación procesal de la Administración
General del Estado contra la resolución del Tribunal Económico
Administrativo Regional de Andalucía, dictada en el expediente
(21/01956/94), por la que se estimó la reclamación econó-
mico administrativa interpuesta contra acuerdo de asignación
de valor catastral. Anulamos la resolución del Tribunal Eco-
nómico Administrativo Regional de Andalucía por ser contraria
a Derecho y la declaramos sin ningún valor ni efecto. Sin
costas.

Así, por esta nuestra Sentencia, que se notificará a las
partes haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso
ordinario alguno, lo que pronunciamos, mandamos y fir-
mamos.

Intégrese esta resolución en el Libro correspondiente. Una
vez firme la sentencia, remítase testimonio de la misma, junto
con el expediente administrativo, al lugar de origen de éste.

Y para su inserción en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía y sirva de notificación en forma a don Juan Iñiquez
Hernández-Pinzón, en ignorado paradero, expido la presente.

En Sevilla, a 19 de febrero de 2002.- La Secretaria.

ANUNCIO de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de Granada, Sección Primera, recurso núm.
3444/01.

Don Miguel Sanz Septién, Secretario de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Granada.

Hago saber: Que, en cumplimiento del artículo 47 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, se hace
público que, en providencia de esta fecha, esta Sala ha admi-
tido a trámite el recurso contencioso-administrativo interpuesto
por Lda. Sra. Benavides Ortega, Comisiones Obreras, en nom-
bre y representación de Angustias Garces Tercero, contra el
acto administrativo dictado por el Servicio Andaluz de Salud
sobre Resolución de 31.5.01.

Recurso número 3444/01. Sección Primera.

Se advierte que la inserción de este anuncio sirve de
emplazamiento, a tenor de lo establecido en los arts. 47, 49
y 50 de la LJCA, a cuantas personas tuvieran interés en dicho
proceso para que, si a su derecho conviene, puedan personarse
en legal forma en plazo de nueve días, con la indicación que,
de no personarse en dicho plazo, se les tendrá por parte deman-
dada para los trámites no precluidos.

Granada, 12 de marzo 2002.- El Secretario.

ANUNCIO de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo de Granada, Sección Primera, recurso núm.
3445/01.

Don Miguel Sanz Septién, Secretario de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Granada.


